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Artículo 58.

Las resoluciones a que se refieren los artículos
47, 48, 56 y 57 podrán ser recurridas en reposición
ante la propia Junta de Gobierno, de conformidad
con lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común, o bien directamente ante la Jurisdic-
ción Contencioso-Administrativa.»

14. El artículo 61 queda redactado del siguiente
modo:

«Artículo 61. Recursos económicos ordinarios.

Los recursos económicos ordinarios serán los
siguientes:

1. Cuotas de incorporación al Colegio y cuotas
periódicas de mantenimiento, cuya cuantía será
señalada por acuerdo de la Junta General, a pro-
puesta de la Junta de Gobierno.

2. Las cantidades que corresponda devengar
por derechos de intervención colegial, de los tra-
bajos que realicen los colegiados en el ejercicio
de la profesión.

3. Los ingresos que pueda obtener el Colegio
por sus propios medios, tales como los debidos
a publicaciones, impresos de adquisición volunta-
ria, certificaciones, dictámenes, asesoramientos y
análogos, solicitados del Colegio y realizados por
éste.

4. Las rentas y frutos de los bienes y derechos
de toda clase que posea el Colegio.»

15. Los artículos 63, 65 y 66 quedan redactados
del siguiente modo:

«Artículo 63. Reglamentos.

La Junta General podrá aprobar Reglamentos de
régimen interior del Colegio, sin que los mismos
puedan contener preceptos que se opongan a los
de estos Estatutos o carezcan de fundamento en
los mismos.»

«Artículo 65. Procedimiento de disolución.

La disolución del Colegio Oficial de Ingenieros
Técnicos en Topografía podrá ser propuesta por la
Junta de Gobierno o por la mitad de los colegiados,
discutiéndose en Junta General extraordinaria. La
propuesta de disolución tendrá que ser votada favo-
rablemente al menos por las tres quintas partes
del total de colegiados, lo cual conllevará el acuerdo
de someterla a la aprobación del Gobierno.

Artículo 66. Efectos de la disolución.

En caso de disolución del Colegio, la Junta Gene-
ral extraordinaria acordará el destino que haya de
darse a los fondos y bienes que posea.»

13864 REAL DECRETO 780/2001, de 6 de julio, por
el que se modifica el Reglamento de la Ley
de Ordenación de los Transportes Terrestres
en materia de pasos a nivel.

El artículo 169.1 de la Ley 16/1987, de 30 de julio,
de Ordenación de los Transportes Terrestres (LOTT), dis-
pone que el cruce de las vías férreas habrá de producirse
por los lugares determinados al efecto y con las limi-
taciones o condiciones que en relación con su utilización

se establezcan. En desarrollo de este precepto legal el
Reglamento de dicha Ley (ROTT), aprobado por el Real
Decreto 1211/1990, de 28 de septiembre, regula los
cruces de carretera u otras vías de comunicación con
las líneas férreas en el artículo 235 de la sección 2.a
del capítulo II de su Título VII, y demás preceptos con-
cordantes.

Si bien el índice de siniestralidad en los pasos a nivel
existentes en la red ferroviaria española ha ido dismi-
nuyendo de forma constante en los últimos años, es
preciso reforzar las medidas necesarias para la elimi-
nación, o la reducción al máximo posible, de los riesgos
potenciales de accidentes en dichos pasos, para lo cual
se estima necesario introducir determinadas modifica-
ciones en el régimen normativo vigente sobre pasos a
nivel. Con dicha finalidad, este Real Decreto modifica
el citado Reglamento estableciendo las medidas nece-
sarias para llevar a efecto la eliminación del mayor núme-
ro de pasos a nivel existentes y facilitando la promoción
de las actuaciones de mejora de la protección de dichos
pasos en todos aquellos puntos en que no sea factible
su supresión.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Fomento,
de acuerdo con el Consejo de Estado y previa delibe-
ración del Consejo de Ministros en su reunión del día
6 de julio de 2001,

D I S P O N G O :

Artículo único. Modificación del Reglamento de la Ley
de Ordenación de los Transportes Terrestres, apro-
bado por el Real Decreto 1211/1990, de 28 de
septiembre.

Los artículos 235 y 287.1 y 10 del Reglamento de
la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres, apro-
bado por el Real Decreto 1211/1990, de 28 de sep-
tiembre, quedan redactados en los siguientes términos:

«Artículo 235.

1. Los cruces de carreteras u otras vías de
comunicación con líneas férreas que se produzcan
por el nuevo establecimiento o la modificación de
unas u otras, deberán en todo caso realizarse a
distinto nivel.

Únicamente con carácter excepcional y por cau-
sas absolutamente justificadas, podrá autorizarse
el establecimiento provisional por el tiempo estric-
tamente preciso, de nuevos pasos a nivel, debiendo
estar protegidos con arreglo a lo dispuesto en el
apartado 4 de este artículo.

2. Los órganos administrativos competentes
sobre los correspondientes ferrocarriles y carrete-
ras, así como las entidades que tengan a su cargo
la infraestructura ferroviaria, procederán, en los pla-
zos que las disponibilidades presupuestarias per-
mitan y conforme a los convenios que, en su caso,
pudieran establecerse a dicho efecto, a la supresión
de los pasos a nivel existentes y, en su caso, a
su sustitución por cruces a distinto nivel, cuando,
de las características de los mismos se desprenda
que dicha supresión resulta necesaria o convenien-
te y, en todo caso, cuando se trate de pasos a
nivel que se encuentren situados en líneas en las
que se establezcan circulaciones ferroviarias a velo-
cidad igual o superior a 160 kilómetros/hora y de
aquellos otros cuyo momento de circulación pre-
sente un valor igual o superior a 1.500.

A los efectos de lo dispuesto en este Reglamento
y sus normas complementarias, se denomina
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Momento de circulación (AT) de un paso a nivel
al indicador estadístico determinado por el produc-
to de la intensidad media diaria de circulación de
vehículos por el tramo de carretera afectado por
el paso (A) y del número de circulaciones diarias
de trenes por el tramo de vía igualmente afecta-
do (T).

3. El Ministerio de Fomento, directamente o
a través de las entidades que tengan a su cargo
la infraestructura ferroviaria, con el objeto de pre-
servar y mejorar la seguridad de los usuarios de
las carreteras y caminos y del ferrocarril, podrán
realizar la reordenación de pasos a nivel, así como
la de sus accesos, tanto de titularidad pública como
privada, garantizando en este último caso el acceso
al predio servido mediante la concentración de
aquéllos y, en su caso, supresión de los que no
resulten estrictamente imprescindibles.

En el procedimiento tendente a la adopción del
correspondiente acuerdo deberá recabarse informe
de los organismos o entidades competentes sobre
las carreteras o caminos afectados. El informe soli-
citado deberá ser emitido en el plazo de un mes.
Transcurrido este plazo y un mes más sin que dicho
informe se produzca, se entenderá que los orga-
nismos o entidades consultados están conformes
con la propuesta formulada.

El órgano o entidad que apruebe la reordenación
de los pasos a nivel podrá establecer un régimen
de financiación del coste de las obras necesarias
que implique una mayor participación en el mismo
de su parte, o de sus órganos o entidades tuteladas,
a la que le correspondería por aplicación de las
reglas generales establecidas en el apartado 5 de
este artículo.

4. Los pasos a nivel que resulten subsistentes
conforme a la aplicación de lo preceptuado en los
párrafos anteriores, deberán contar con los siste-
mas de seguridad y señalización adecuados para
garantizar su seguridad, de acuerdo con las reglas
que, en función de sus diversas características, esta-
blecerá a tal efecto el Ministro de Fomento, previo
informe del del Interior, y que regularán las distintas
clases de protección para los pasos a nivel. En las
citadas reglas se tendrán en cuenta las caracte-
rísticas de la circulación y la visibilidad de los pasos
a nivel, así como, en su caso, cualquier otra cir-
cunstancia de éstos susceptible de afectar a la
seguridad de su cruce.

5. La supresión de pasos a nivel, su reorde-
nación o, en su caso, la instalación de los sistemas
de protección de pasos a nivel, a que se refieren
los apartados 2, 3 y 4 de este artículo, respec-
tivamente, será por cuenta de los organismos o
entidades que tengan a su cargo las carreteras si
el factor A de su momento de circulación, definido
en el apartado 2, tiene un valor igual o superior
a 250, y por cuenta de los organismos o entidades
que tengan a su cargo la infraestructura ferroviaria
si el factor T de su momento de circulación, igual-
mente definido en el apartado 2, es igual o superior
a 6. En caso de darse simultáneamente ambos
supuestos anteriores, el coste de la obra se repartirá
por mitades entre los referidos organismos o enti-
dades interesadas.

Independientemente de cuál sea su momento
de circulación, cuando sobre el paso a nivel se esta-
blezcan circulaciones ferroviarias a velocidad igual
o superior a 160 kilómetros/hora, el coste de las
referidas obras será por cuenta de los organismos
o entidades que tengan a su cargo la infraestructura
ferroviaria.

Cuando la supresión de pasos a nivel o la adop-
ción de las medidas que, en su caso, resulten nece-
sarias, se deban a modificaciones o mejoras en
la carretera o en la vía férrea, el coste de las obras
a realizar será por cuenta exclusiva del organismo
o entidad que tenga a su cargo la infraestructura
cuya modificación provoque la correspondiente
actuación sobre el paso a nivel.

Por cuanto se refiere al coste ocasionado por
las obras de supresión o protección de los pasos
a nivel, así como las de reordenación de sus acce-
sos, las de establecimiento de nuevos cruces a dis-
tinto nivel o las de instalaciones y mejoras de sus
necesarias protecciones, en las que no concurra
ninguna de las circunstancias anteriormente men-
cionadas, correrá a cargo del organismo o entidad
que las promueva.

6. Lo preceptuado en el apartado anterior se
entenderá sin perjuicio de aplicar un régimen dife-
rente cuando así resulte de los convenios o acuer-
dos que al efecto pudieran concluir entre sí las
Administraciones competentes, los organismos o
entidades citados o cualesquiera otros que pudie-
ran encontrarse interesados en la materia. Dichos
convenios podrán asimismo regular las aportacio-
nes de las partes en el vallado de las líneas e ins-
talaciones ferroviarias en zona urbana y su con-
servación y vigilancia.

7. La aprobación administrativa de los proyec-
tos de construcción de cruces a distinto nivel, así
como de las obras necesarias para la reordenación,
concentración y mejora de los pasos a nivel y de
sus accesos, incluida la mejora de su visibilidad,
llevará aneja la declaración de utilidad pública y
la urgencia de la ocupación a efectos de la expro-
piación de los terrenos que pudieran ser necesarios
con motivo de dichas actuaciones de pasos a nivel.

Las referidas obras, por constituir obras públicas
de interés general, no están sometidas a los actos
de control preventivo municipal a que se refiere
el artículo 84.1.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
Reguladora de las Bases del Régimen Local, de
conformidad con lo establecido en el artículo 12
de la Ley de Carreteras y el artículo 74 de la Ley
42/1994, de 30 de diciembre, de Medidas fiscales,
administrativas y del orden social, y tienen el carác-
ter de obras de conservación, entretenimiento y
reposición de instalaciones ferroviarias y la con-
sideración de obras inaplazables, a efectos de lo
previsto en el artículo 179 de la Ley 16/1987,
de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes
Terrestres.

8. Cuando de conformidad con lo establecido
en los apartados anteriores proceda realizar cual-
quier actuación ferroviaria que afecte a las con-
diciones técnicas de vialidad de las carreteras con
las que el ferrocarril se cruce, deberá solicitarse
informe del organismo competente sobre la misma
a fin de que éste determine las condiciones técnicas
que juzgue precisas para realizar las obras corres-
pondientes y, recíprocamente, el organismo com-
petente sobre el transporte ferroviario deberá emitir
informe estableciendo las condiciones técnicas que
estime necesarias en todas aquellas obras de carre-
tera que afecten a las condiciones de vialidad del
ferrocarril.

En todo caso, no podrá autorizarse definitiva-
mente la remodelación de carreteras o caminos
en su cruce sobre vías férreas, sin obtener pre-
viamente la correspondiente autorización del orga-
nismo o entidad que tenga a su cargo la infraes-
tructura ferroviaria.
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9. Los pasos a nivel particulares existentes
establecidos para el servicio de determinadas fincas
o de explotaciones de cualquier clase, se regirán
por las condiciones fijadas en la correspondiente
autorización, quedando expresamente prohibida su
utilización por tráficos o personas distintas o para
fines diferentes de los comprendidos en aquélla.

Los órganos competentes podrán, de oficio o
a propuesta de las entidades que tengan a su cargo
la infraestructura ferroviaria, decretar el cierre o
clausura de los pasos a nivel particulares cuando
los titulares de los mismos no respeten rigurosa-
mente las condiciones de la autorización o no atien-
dan debidamente a su conservación, protección y
señalización, o cuando el cruce de la vía pueda
realizarse por otros pasos cercanos, a igual o dis-
tinto nivel.

Asimismo, la Administración podrá modificar las
condiciones de la autorización o imponer nuevas
exigencias de seguridad o de paso cuando las cir-
cunstancias del camino o del cruce hubieran varia-
do desde la fecha de otorgamiento de aquélla.»
«Artículo 287.

1. Queda prohibida la plantación de arbolado
en zona de dominio público, pudiendo autorizarse
en zona de servidumbre y afección, siempre que
no perjudiquen la visibilidad de la línea férrea y
de sus elementos funcionales, ni originen insegu-
ridad vial en pasos a nivel. El organismo o entidad
que tenga a su cargo la infraestructura ferroviaria
podrá ordenar la tala del referido arbolado o la
remoción de los obstáculos por razones de segu-
ridad. En el caso de que dicha orden no sea aten-
dida en el plazo de un mes, el organismo o entidad
competente podrá ejercitar las actuaciones de eje-
cución forzosa previstas en la legislación de pro-
cedimiento administrativo y, especialmente, la de
ejecución subsidiaria.

10. La construcción de nuevas urbanizaciones
y centros o establecimientos, tales como hospitales,
centros deportivos, docentes, culturales u otros
equipamientos equivalentes, implicará la obligación
de construir un cruce a distinto nivel y el vallado
de la zona adyacente y, en su caso, la supresión
del paso a nivel preexistente, cuando el acceso a
aquéllos conlleve la necesidad de cruzar una línea
férrea o dé origen al riesgo de provocar en la prác-
tica dicho cruzamiento. La mencionada construc-
ción y, en su caso, supresión, será costeada por
el promotor de la urbanización o establecimiento.
En cualquier caso la entidad promotora presentará
un proyecto específico de los accesos a la misma,
incluidos los aspectos de parcelación, red viaria y
servicios urbanos que incidan sobre las zonas de
dominio público, servidumbre y afección del ferro-
carril.»

Disposición transitoria única.

Las actuaciones de supresión y protección de los
pasos a nivel establecidas en los apartados 2 y 4 del
artículo 235 del Reglamento de la Ley de Ordenación
de los Transportes Terrestres, se llevarán a cabo a medi-
da que aquéllas resulten posibles en función de las dis-
ponibilidades presupuestarias, priorizándose, con carác-
ter general, aquéllas referentes a pasos a nivel cuyo
momento de circulación sea más elevado.

Dado en Madrid a 6 de julio de 2001.
JUAN CARLOS R.

El Ministro de Fomento,

FRANCISCO ÁLVAREZ-CASCOS FERNÁNDEZ

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

13865 ORDEN de 17 de julio de 2001 por la que
se modifica la Orden de 10 de julio de 2001,
por la que se establecen medidas cautelares
adicionales para el control de la peste porcina
clásica en España.

La declaración inicial en la provincia de Lleida de
peste porcina clásica hizo necesario adoptar una serie
de medidas cautelares para evitar la difusión de la enfer-
medad, mediante la Orden de 15 de junio de 2001 por
la que se establecen medidas de control en relación
con la aparición de la peste porcina clásica en España,
de aplicación hasta el 30 de junio, inclusive, de 2001.

Mediante la Orden de 10 de julio de 2001, y como
medida urgente de control para evitar la propagación
de esta enfermedad, se ha prohibido el movimiento de
animales de la especie porcina, con la excepción de la
que se realice directamente desde la explotación de ori-
gen con destino a matadero para sacrificio inmediato
de los animales, al amparo de lo dispuesto en el artículo
30 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea,
que indica que podrán establecerse prohibiciones o res-
tricciones a la importación, exportación o tránsito por
razones de protección de la salud y vida de los animales,
así como al amparo de lo dispuesto en la Ley de Epi-
zootias de 20 de diciembre de 1952, cuyo artículo octavo
establece la posibilidad de establecer medidas de carác-
ter general para prevenir la aparición y difusión de enfer-
medades graves en el territorio nacional mediante la
prohibición del transporte.

Vista la evolución de la enfermedad, procede excep-
cionar de la prohibición el movimiento de lechones para
engorde, si bien sujeta a unas determinadas condiciones
sanitarias que permitan asegurar la ausencia de riesgo
de difusión de la peste porcina clásica. Todo ello sin
perjuicio de la plena aplicación del resto de requisitos
que para el movimiento de animales de la especie por-
cina en España vienen impuestos por la normativa comu-
nitaria, en la actualidad la Decisión 2001/532/CE, de
la Comisión, de 13 de julio de 2001.

En consecuencia, se dicta la presente Orden de acuer-
do con lo establecido en el artículo 149.1.16.a de la
Constitución, por el que se atribuye al Estado la com-
petencia exclusiva en materia de bases y coordinación
general de la sanidad.

En su virtud, dispongo:

Artículo único. Modificación de la Orden de 10 de julio
de 2001.

El artículo 1 de la Orden de 10 de julio de 2001
par la que se establecen medidas cautelares adicionales
para el control de la peste porcina clásica en España
queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 1. Prohibición del movimiento.
1. Se prohíbe cautelarmente el movimiento y

transporte de animales de la especie porcina en
todo el territorio nacional, a excepción de los movi-
mientos que se produzcan en el interior de la Comu-
nidad Autónoma de Islas Baleares.

2. No será de aplicación la prohibición esta-
blecida en el apartado anterior en los siguientes
supuestos:

a) Cuando se trate de expediciones de anima-
les de la especie porcina desde una explotación


